
TUTELA CONTRA PROVIDENCIA JUDICIAL/ Improcedencia por subsidiariedad al no interponer los recursos ordinarios contra la decisión judicial
“(…) se tiene que el señor Trujillo Peña no objetó la estimación que del bien se hizo, tampoco recurrió el auto que rechazó de plano la nulidad, ni le ha planteado al juzgado la discrepancia (…) entre el avalúo catastral que se le dio al inmueble y el que comercialmente le corresponde. 

Con esas omisiones, queda al descubierto la citada causal de improcedencia señalada en el numeral 1° del artículo 6° del Decreto 2591 de 1991, que tiene su razón de ser, en que la acción de tutela no ha sido diseñada para revivir términos que han precluido sin un ejercicio adecuado de los mismos por el interesado en la protección, como tampoco se erige en una instancia adicional, que pueda llegar remediar el silencio del afectado; menos aún para soslayar la gestión propia de la parte para dejar al escrutinio del juez natural todas y cada una de aquellas vicisitudes que, afirma, vulneran su derecho al debido proceso.”
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Acta N° 110 de marzo 7 de 2016
  



Decide la Sala la acción de tutela propuesta por Juan Carlos Trujillo España, contra el Juzgado Quinto Civil del Circuito local, a la que fue vinculado Gilberto de Jesús Castro Roldán.
ANTECEDENTES

Juan Carlos Trujillo España, quien actúa por medio de apoderada judicial, promueve acción de tutela, como mecanismo transitorio, contra el Juzgado Quinto Civil del Circuito, en procura de la protección de los derechos constitucionales fundamentales “DEL DEBIDO PROCESO… DEFENSA… PATRIMONIO… CORRECTA ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA E IGUALDAD PROCESAL”, que estima lesionados por el citado despacho judicial.
Los hechos relatados sobre el particular, pueden compendiarse en que Gilberto de Jesús Castro Roldán promovió en su contra demanda ejecutiva con título hipotecario con el fin de obtener el pago de unas obligaciones; allí se embargó el bien con matrícula inmobiliaria 290-4364 y sobre él se practicó diligencia de secuestro el 4 de julio de 2013; en la descripción y linderos del inmueble no hay claridad, porque primero se refiere a cinco hectáreas y luego a tres, lo que se presta para diversas interpretaciones; además, los linderos están mal descritos, pues no concuerdan con la escritura pública 2581 del 24 de mayo de 2011, corrida en la Notaría 4ª del Círculo de Pereira; una vez que el Juzgado encontró que el bien estaba debidamente embargado y secuestrado se tuvo en cuenta el valor del avalúo catastral, $240’383.000,oo, más el 50% para un total de $360’574.500,oo, pero al revisar el certificado catastral se desprende que el área de terreno que se certifica corresponde a 3 hectáreas, 1.000 metros cuadrados con un área construida de 1.038 metros cuadrados, de donde se desprende de bulto que dicha extensión no es la misma a la que se hace alusión en la escritura pública 2581 del 24 de mayo de 2011, sin que el Juez realizara el control de legalidad sobre el particular, más allá de que él mismo hubiera sido pasivo en la defensa de sus derechos, lo cual vulnera sus derechos al rematar una propiedad  por un precio que no corresponde, pues al leer la diligencia de secuestro también se observan diferencias que causan dudas con dicho justiprecio.

Agregó que el día 12 de febrero de 2016 promovió la nulidad dando cuenta de los vicios que encontró en el proceso, pero la misma fue rechazada de plano; y que para llevar a cabo la diligencia de remate, la ley es clara en que el bien debe estar debidamente embargado, secuestrado y avaluado pero en el caso concreto tales situaciones no lo están. Invocó como medida provisional, la suspensión de la diligencia de remate que se programó para el 23 de febrero del año en curso a las 2:30 p.m.
Pidió, en consecuencia, el amparo de los derechos deprecados y que se ordene al despacho “librar despacho comisorio con el fin de aclarar los linderos y el área de la diligencia de secuestro practicada dentro del proceso hipotecario”; que se realice la correspondiente revisión del avalúo presentado por el demandante con base en el certificado del IGAC respecto del bien con matrícula inmobiliaria 290-4364. Con la demanda aportó un avalúo comercial realizado sobre este bien.
Se dio el impulso de rigor con la vinculación de Gilberto de Jesús Castro Roldán; se concedió el término de 2 días para que se ejerciera el derecho de defensa; se solicitó del juzgado la remisión de copias de las piezas procesales que se estimaran convenientes para la resolución del caso, dando el despacho cuenta de algunas de ellas, así como informaciones de todo lo acaecido con la solicitud de nulidad y de los intervinientes dentro del asunto.

El secretario del Juzgado remitió las copias e indicó que la providencia que resolvió sobre la nulidad se encontraba en término de ejecutoria; luego de ello, como prueba de oficio y ante esa respuesta, se pidió información adicional que indicó que el proveído de rechazo de la nulidad adquirió firmeza, ya que no se interpuso recurso alguno.
CONSIDERACIONES

La acción de tutela fue concebida como un mecanismo ágil y expedito, que le permite a toda persona reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, la protección de sus derechos fundamentales, cuando quiera que ellos resulten violados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad pública y, en determinados casos, por particulares.

    


 
En uso de tan especial herramienta, Juan Carlos Trujillo España, por medio de apoderada judicial, acudió en procura del amparo de los derechos fundamentales arriba señalados, que halla lesionados por parte del Juzgado Quinto Civil del Circuito de esta ciudad, con ocasión de las irregularidades que encuentra en la práctica de la diligencia de secuestro y del avalúo sobre el bien inmueble de su propiedad, embargado dentro del proceso ejecutivo con título hipotecario seguido en su contra, y que se encuentra en etapa de remate.
Reiteradamente se ha expuesto que a pesar de la inexequibilidad de las normas que en el Decreto 2591 de 1991 preveían la acción de tutela contra providencias judiciales
, tal mecanismo se abre paso en aquellos eventos en los que se incurra en una vía de hecho, o como se denominan ahora, criterios de procedibilidad de la acción de tutela contra decisiones de los jueces, en que solo cabe un amparo de esta naturaleza en la medida en que concurra alguna de las causales generales o específicas, delineadas por la Corte Constitucional en múltiples ocasiones. Sobre ellas, en la sentencia T-021 de 2014, aludiendo a la C-590 de 2005, recordó que las primeras obedecen a que (i) el asunto tenga relevancia constitucional; (ii) que se hayan agotado los recursos judiciales ordinarios y extraordinarios; (iii) que se cumpla el requisito de la inmediatez; (iv) que la irregularidad procesal tenga incidencia en la decisión de fondo; (v) que los hechos hayan sido cuestionados dentro del proceso; y (vi) que el fallo censurado no sea de tutela. Y en cuanto a las segundas, es decir, las causales específicas, se compendian en los defectos (i) orgánico, (ii) sustantivo, (iii) procedimental, y (iv) fáctico; así como en (v) el error inducido, (vi) la decisión sin motivación; (vii) la violación directa de la Constitución; y (viii) el desconocimiento de precedentes.     
  



Aquí, con el acervo probatorio recogido se llega a la conclusión  de que la acción se torna improcedente, por cuanto, siguiendo de cerca los anotados criterios generales de procedibilidad, y en particular la exigencia de que se hubieran agotado todos los medios ordinarios y extraordinarios de defensa judicial al alcance de quien pide la protección, lo que es desarrollo de la causal de improcedencia anunciada, fácilmente se colige que en el presente asunto no se cumple ese presupuesto, por varias razones.  
  



En efecto, bien se puede observar que ante el despacho judicial accionado se adelanta el proceso ejecutivo con título hipotecario arriba reseñado, en el que luego de que se ordenó seguir adelante la ejecución, sobrevinieron las etapas del caso para materializar lo decidido. Surtidas las medidas de embargo y secuestro, se aportó, según se indica, por la parte ejecutante y en los términos del artículo 516 del C. de P. Civil, el certificado catastral para acreditar y tener en cuenta el avalúo del bien inmueble, más el cincuenta por ciento, sobre lo que no hubo reparo alguno y se procedió, enseguida, a señalar fecha y hora para efectos de la subasta respectiva.
  



En esta perspectiva, es claro que el ahora reclamante tenía a su alcance la objeción pertinente sobre el avalúo dado al predio, que nunca intentó, descartando con ello la primera alternativa de defensa que la ley le ofrecía. 
  



Esta circunstancia, que ante una desmesurada diferencia en el avalúo pudiera descartarse para proceder al amparo de los derechos fundamentales, como se desprende de la cita jurisprudencial que trae a colación el accionante, no viene aislada en este caso y por ello, tampoco permite, por sí sola, tomar una determinación favorable a sus intereses. 

  



Es que, para abundar en su desidia procesal, procedió el ahora demandante, antes de la diligencia de remate, a deprecar su suspensión y la nulidad de la diligencia de secuestro y del avalúo dado al predio, haciendo énfasis, exclusivamente, en los reparos que encontró en aquella, acerca de la extensión del predio, que tampoco coincidía con el del certificado catastral, lo que necesariamente repercutía en el valor a tener en cuenta para la almoneda, como quiera que, en su sentir, no se hizo una correcta identificación del inmueble. 

    



Sucede, sin embargo, que el Juzgado rechazó de plano tales pedimentos al no encontrarlos ajustados a la normativa procesal civil vigente, dado que no se señaló la causal, ni se aportó prueba alguna que permitiera determinar el hecho alegado sobre la extensión o el valor comercial. Respecto de esta decisión, el interesado guardó silencio, cuando pudo haber interpuesto el recurso de reposición ante el juez de instancia, para hacerle ver las razones por las cuales estimaba que le asistían fundamentos adjetivos y sustantivos en su petición; y subsidiariamente, cabía el de apelación, en los términos del numeral 6 del artículo 321 del Código General del Proceso, con el que pudo propiciar que el superior revisara si era pertinente o no darle trámite a la mencionada nulidad. 
Y si esto no fuera suficiente, es claro para la Sala que uno de los motivos de la protesta constitucional radica en que existe un avalúo comercial que dista en gran medida del precio que se le dio al inmueble en el proceso, y el juez de la causa pasó inadvertido que por la descripción física del mismo, la base para el remate está alejado de la realidad; al efecto, allegó en esta sede un avalúo que refiere que puede ascender a $1’368’811.310.oo, y no a $360’574.500,oo. Pero sucede que ese es un hecho que se dejó por fuera del debate en el proceso mismo, cuando debe ser al juez natural al que se le plantee la situación que se hace ver solo por este medio extraordinario, para que aquel, con conocimiento de causa, pueda analizar si es procedente o no el ajuste que por esta vía se pretende, lo que no resultaría nada novedoso en la jurisprudencia constitucional
; pero si nada se la ha pedido respecto del avalúo mismo, confrontado con el valor comercial que para el allí ejecutado tiene el bien, no hay ningún elemento de juicio que permita colegir la trasgresión que se le achaca a la funcionaria. Lo único que el accionante le ha hecho saber es lo atinente a la aparente irregularidad existente con la identificación plena del predio, pero nada en concreto sobre el avalúo.
Recapitulando, se tiene que el señor Trujillo Peña no objetó la estimación que del bien se hizo, tampoco recurrió el auto que rechazó de plano la nulidad, ni le ha planteado al juzgado la discrepancia que observar entre el avalúo catastral que se le dio al inmueble y el que comercialmente le corresponde. 

  



Con esas omisiones, queda al descubierto la citada causal de improcedencia señalada en el numeral 1° del artículo 6° del Decreto 2591 de 1991, que tiene su razón de ser, en que la acción de tutela no ha sido diseñada para revivir términos que han precluido sin un ejercicio adecuado de los mismos por el interesado en la protección, como tampoco se erige en una instancia adicional, que pueda llegar remediar el silencio del afectado; menos aún para soslayar la gestión propia de la parte para dejar al escrutinio del juez natural todas y cada una de aquellas vicisitudes que, afirma, vulneran su derecho al debido proceso.
  



Al margen de esto, se tiene que el accionante no acreditó ninguna condición que permitiera darle un tratamiento especial, ni se advierte tampoco una causa justificada que le hubiera impedido hacer uso de las herramientas procesales que tenía a su alcance, como para flexibilizar de alguna manera ese requisito. 
  



De otro lado, como la acción se intenta también como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable, basta decir que este se caracteriza por ser inminente y grave, de manera que las medidas que se deban adoptar por vía de tutela sean impostergables para restablecer el derecho, como en múltiples ocasiones lo ha sostenido la jurisprudencia constitucional
, condiciones todas que el actor debe acreditar.  Mas, en este caso, ninguna de las circunstancias que podrían dar lugar a ello, está demostrada; no basta con hacer una mención de situaciones, sin que de por medio, existan verdaderos elementos que permitan deducir razonadamente, la necesidad de que el juez constitucional intervenga para remediarlas. 
DECISIÓN
  



En armonía con lo dicho, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, declara IMPROCEDENTE el amparo impetrado por Juan Carlos Trujillo España, frente al Juzgado Quinto Civil del Circuito local, trámite al que fue vinculado Gilberto de Jesús Castro Roldán.

Se levanta la medida provisional decretada dentro del asunto.
Notifíquese la decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5o. del Decreto 306 de 1992. 

Si no es impugnada remítase a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS                     DUBERNEY GRISALES HERRERA    





     
� Sentencia C-543-92


� Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil, exp. 25000-22-16-000-2007-00087-01, providencia del 11 de julio de 2007, M.P. Ruth Marina Díaz Rueda


� Tómese como ejemplo la sentencia T-287/08
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